
CONFERENCIA INTERNACIONAL DEL TRABAJO     C.App./D/Filipinas-C.87 

108ª reunión, Ginebra, junio de 2019  

Comisión de Aplicación de Normas  

  

A raíz de las decisiones adoptadas durante las consultas tripartitas informales sobre los métodos de 
trabajo de la Comisión llevadas a cabo en marzo de 2019, los gobiernos que figuran en la lista 
preliminar de casos individuales tienen ahora la oportunidad, si lo desean, de proporcionar sobre 
una base puramente voluntaria información escrita antes de la apertura de la reunión de la 
Conferencia. 

Información sobre la aplicación de los 
Convenios ratificados proporcionada por los 
gobiernos que figuran en la lista preliminar 
de casos individuales   

Filipinas 

Convenio sobre la libertad sindical y la protección del derecho de 
sindicación, 1948 (núm. 87) 

 

Filipinas (ratificación: 1953). El Gobierno ha proporcionado la siguiente información escrita: 
 
Libertades civiles y derechos sindicales 
 

1. Investigación en curso por la Comisión de Derechos Humanos de un caso de presunto acoso 
a varios dirigentes sindicales y a activistas sindicales de la Confederación para la Unidad, 
el Reconocimiento y el Progreso de los Funcionarios Públicos (COURAGE) 
 
En un informe de fecha 19 de marzo de 2019, la Comisión de Derechos Humanos1 - Región de 
la Capital Nacional (CHR-NCR) señaló que se han resuelto tres (3) casos2 en los que está 
implicada la COURAGE, mientras que el resto sigue pendiente de investigación. Los tres (3) 
casos resueltos por la CHR-NCR contienen la misma disposición tras descubrir que se han 
violado los derechos de los querellantes a la vida, la privacidad y la seguridad, y su derecho de 
sindicación. Sin embargo, los casos resueltos son similares en el sentido de que la verdadera 
identidad de las personas que se encuentran detrás del acoso no pudo establecerse debido a la 
falta de pruebas directas. Al no haber pruebas concluyentes que vinculen a los sospechosos con 

1 La Comisión de Derechos Humanos es una institución independiente de derechos humanos creada de conformidad con la 
Constitución de Filipinas de 1987, establecida el 5 de mayo de 1987 en virtud de la orden ejecutiva núm. 163, y con el mandato 
de llevar a cabo investigaciones sobre las violaciones de los derechos humanos contra los sectores marginados y vulnerables de 
la sociedad, referentes a los derechos civiles y políticos. 
2 Los tres (3) casos resueltos son los relativos a: 1) Romeo C. Manilag, miembro del personal y organizador de la COURAGE; 2)  
Juan Alexander A. Reyes, el organizador nacional de la COURAGE, y 3) Roman M. Sánchez, y Santiago Y. Dasmariñas, Jr., 
dirigentes de la Asociación de Trabadores de la Autoridad Alimentaria Nacional (NFAEA). 
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las fuerzas estatales, la CHR-NCR resolvió que los casos se cerraran sin perjuicio de su reapertura 
cuando se obtengan nuevas pruebas.   
 

2. Asesinato de dos dirigentes sindicales en 2016, uno de los cuales fue acribillado frente a la 
sede de la Comisión Nacional de Relaciones Laborales (NLRC) en Ciudad Quenzón. 
 
Edilberto Miralles, de 65 años de edad, Presidente Nacional de Kaisahan ng mga Drivers sa R&E 
Union of Filipino Worker (KADRE-UFW), que es un sindicato local de R&E Transport, fue 
asesinado a tiros el 23 de septiembre de 2016 por delincuentes no identificados que iban en 
motocicleta, delante del edificio de la NLRC en Ciudad Quenzón. El Grupo de Lucha contra la 
Ciberdelincuencia de la Dirección de Investigación y Pesquisas (Policía Nacional Filipina) 
publicó el resultado de una ampliación del examen realizado por la policía científica de las 
imágenes presentadas por la  CCTV que captaron el lugar del crimen. Sin embargo, al parecer no 
pudo identificarse a los sospechosos porque llevaban puesta una máscara facial, una gorra y un 
casco, respectivamente. 
 
El 12 de abril de 2019, el oficial investigador del caso, Jerome Dollente, se desplazó al lugar del 
incidente para llevar a cabo una investigación visual, pero, según se indicó, no hubo nada que 
pudiera proporcionar información pertinente sobre el incidente. No obstante, la Policía Nacional 
Filipina – Dirección de Investigación y Pesquisas (PNP-DIDM) ordenó a la Comisaría de Policía 
de la Región de la Capital Nacional que examinara el caso con miras a la posible identificación 
de sospechosos y que prosiguiera la investigación a fin de localizar a testigos e identificar a los 
sospechosos.    
 
Durante la reunión del Organismo de Control Tripartito Regional – Región de la Capital Nacional 
(RTMB NCR), celebrada el 9 de mayo de 2019, el representante de la Policía Nacional Filipina 
indicó que la investigación prosigue y que se han centrado en primer lugar en el aspecto técnico 
de la misma (a saber, el examen de balística). También se comunicó que el resultado de la balística 
y del examen de pruebas cruzadas de las pruebas recabadas indica que aún no está disponible un 
(1) cartucho disparado del calibre 45. 
 
Orlando Abangan, de 35 años de edad, antiguo organizador del Partido ng Manggagawa, fue 
asesinado el 17 de septiembre de 2016 en Sitio Lawis, en el barrio de Maghaway, Ciudad Talisai, 
Cebu. En un informe presentado por la PNP-DIDM el 3 de abril de 2019, se señaló que la sede 
de la Policía Nacional Filipina ordenó a la Oficina Regional VII de la Policía que examinara el 
caso con miras a su posible apertura, que convenciera a los padres de los testigos menores de 
edad y a los familiares de las víctimas para que testificaran, y que llevara a cabo una investigación 
de antecedentes o una elaboración del perfil del presunto sospechoso Julian Bonghanoy, Jr. Al 
mismo tiempo, el caso fue registrado en la Comisión de Derechos Humanos - Región VII (CHR-
VII) como CHR-VII-2016-0784 (CEB) por violación del derecho a la vida. En su resolución, la 
CHR-VII señaló que, al llevar a cabo la investigación, se descubrió que el asesinato de Orlando 
Abangan no estuvo relacionado con su condición de dirigente sindical, sino con una enemistad 
personal. Se descubrió que la víctima enfureció a Julian Bonghanoy, Jr., un particular, porque 
llevaba puesta continuamente una máscara facial y pasaba de manera constante por el control “in 
situ” de este último, en septiembre de 2016. 
 
No existen pruebas suficientes que permitan concluir que la muerte de Orlando Abangan 
constituye un asesinato extrajudicial de conformidad con los criterios establecidos en la orden 
administrativa núm. 35. De manera análoga, no existen pruebas de que el asesinato esté 
relacionado con las drogas. Así pues, la CHR-VII resolvió que este asesinato queda fuera de la 
jurisdicción de la Comisión de Derechos Humanos, ya que se trata de un delito común que entra 
dentro de la investigación penal de la policía. Verdaderamente, la CHR-VII recomienda que se 
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cierre el caso y se dé por terminada finalmente su investigación al nivel de la Comisión de 
Derechos Humanos, y que se extienda la asistencia a las autoridades encargadas de hacer cumplir 
la ley en la identificación y persecución de los asesinos de Orlando Abangan. 
 
De los 70 casos inventariados y supervisados por el Consejo Nacional Tripartito para la Paz 
Laboral – Órgano de Vigilancia a través de sus estructuras regionales, 50 tuvieron lugar durante 
la Administración Arroyo de 9 años, mientras que 18 casos ocurrieron durante la Administración 
Aquino. Los dos (2) nuevos casos de asesinatos extrajudiciales de Edilberto Miralles y Orlando 
Abangan se registraron en la administración actual. 
 

 
 
 
La considerable disminución de los casos notificados de asesinatos extrajudiciales se atribuye al 
gran empeño por fortalecer la alianza entre los interlocutores sociales. La creación de alianzas 
sociales y los esfuerzos de colaboración han progresado notablemente desde la Misión de Alto 
Nivel en 2009. El Gobierno, en cooperación con nuestros interlocutores sociales, sigue 
comprometido firmemente a promover y proteger el bienestar y los derechos fundamentales 
garantizados constitucionalmente, y todos sus esfuerzos se orientan de manera continua al 
fortalecimiento y la mejora de la aplicación de las normas fundamentales del trabajo. 
 

3. La preocupación de la Confederación Sindical Internacional (CSI) por la guerra declarada 
por las Fuerzas Armadas de Filipinas contra los denominados “rojos” recuerda a los 
primeros años, cuando los organizadores sindicales y de los trabajadores eran acosados, 
arrestados, encarcelados, secuestrados y asesinados al ser etiquetados como “rojos” por los 
militares.    
 
En nuestra respuesta anterior al Centro Internacional para los Derechos Sindicales (ICTUR), se 
subrayó que en una reunión del Organismo de Control Tripartito Regional (RTMB) del Ministerio 
de Trabajo y Empleo celebrada el 12 de marzo de 2018, la información obtenida de los 
representantes de las Fuerzas Armadas de Filipinas – Oficina de Derechos Humanos (AFP-HRO) 
reveló que las actividades llevadas a cabo en Compostela Valley, Mindanao, en realidad eran  
visitas a los barrios en el marco del Programa de Apoyo a las Comunidades (CSP) de las Fuerzas 
Armadas de Filipinas. El CSP es un concepto operacional orientado a las comunidades y centrado 
en los problemas que se utiliza en las zonas afectadas por conflictos y en las zonas propensas a 
los conflictos a fin de establecer y desarrollar comunidades resilientes a los conflictos y de 
brindarles protección. 
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Las visitas en el marco del CSP fueron realizadas por las Fuerzas Armadas de Filipinas como 
facilitadores, junto con los oficiales de los barrios y otros organismos gubernamentales, a fin de 
determinar las brechas en la atención de las necesidades de los barrios (en particular, los servicios 
de salud y educación). Además, AFP-HRO aclaró que no se discriminaba ni señalaba a los 
sindicalistas durante estas actividades, ya que se incluía a todos los residentes en las visitas.   
 
Además, el Ministerio de Trabajo y Empleo, en múltiples comunicaciones, había instado a las 
Fuerzas Armadas de Filipinas y a la Policía Nacional Filipina a velar por la observancia de las 
Directrices sobre la conducta del Ministerio de Trabajo y Empleo, el Ministerio del Interior y de 
la Administración Local, el Ministerio de Defensa Nacional, el Ministerio de Justicia, las Fuerzas 
Armadas de Filipinas y la Policía Nacional Filipina, relativas al ejercicio de los derechos y 
actividades de los trabajadores, que fueran elaboradas y firmadas por los representantes y 
directores de los organismos gubernamentales interesados, junto con los representantes de los 
trabajadores y de los empleadores. Esto tuvo por objeto asegurar que las operaciones en el terreno 
se lleven a cabo de conformidad con las Directrices. 
 
Publicadas el 7 de mayo de 2012, las Directrices tienen por objeto asegurar el ejercicio efectivo 
de los derechos sindicales y la prevención de la violación de los derechos de los trabajadores, en 
un clima libre de violencia, presión, temor y coacción de cualquier tipo por cualquier 
organización, y resolver los problemas de la violencia y la impunidad derivadas de la intervención 
de las fuerzas de seguridad y de mantenimiento de la paz, en particular de los militares, la policía 
los jefes ejecutivos locales y el personal de seguridad de las empresas durante el ejercicio de los 
derechos de los trabajadores.  
 
Las Directrices indican de manera específica que los conflictos laborales deben estar bajo la 
jurisdicción única y exclusiva del Ministerio de Trabajo y Empleo y/o de sus organismos 
adecuados. Los miembros de las Fuerzas Armadas de Filipinas, la Policía Nacional Filipina y 
otros organismos encargados de hacer cumplir la ley, con inclusión de Barangay Tanod/BPSO y 
el personal de seguridad/guardias de seguridad de las empresas no deberán intervenir en los 
conflictos laborales.   
 
Las Directrices prevén asimismo que las Fuerzas Armadas de Filipinas podrán intervenir 
únicamente en los siguientes casos: 
 
a) cuando  sea solicitado expresamente por escrito, correo ordinario, correo electrónico, facsímil 

o cualquier medio similar por el Ministerio de Trabajo y Empleo, a través de sus oficinas 
regionales; 

 
b) cuando se haya cometido, se esté cometiendo o se esté a punto de cometer un delito, a través 

de actos manifiestos de conformidad con la regla 113 de los Procedimientos penales 
revisados, independientemente de que esto se deba a un conflicto laboral,  o 

 
c) en casos de violencia real derivados de un conflicto laboral.  
 
En el marco de las Directrices, “La violencia real hace referencia a un uso continuo e intencionado 
de la fuerza o el poder físicos, contra uno mismo, otra persona, o un grupo o comunidad, que 
cause, o tenga grandes probabilidades de causar, lesiones, la muerte o daños a la propiedad”.   
 
Las Directrices prevén asimismo que las unidades/el personal de las Fuerzas Armadas de Filipinas 
no deben participar en las actividades encaminadas a etiquetar de “rojas” a personalidades u 
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organizaciones, a menos que se apoyen en informes exactos, verificados, validados y 
confirmados, y/o en pruebas documentales.   
 
Por consiguiente, las directivas y directrices publicadas por AFP-HRO, dirigidas a todas las 
unidades militares de la 10ª División de Infantería, hacen referencia al Código del Trabajo y a los 
derechos de los trabajadores. De manera análoga, la 10ª División de Infantería distribuyó a sus 
filas las Directrices para que sirvieran de orientación al personal de las Fuerzas Armadas de 
Filipinas al interactuar con los sindicatos. 
  
Como parte del compromiso de las Fuerzas Armadas de Filipinas y de la Policía Nacional Filipina 
con la integración del Código del Trabajo y de las Directrices en su programa de educación, ya 
se han realizado dos (2) actividades en coordinación con la Oficina Regional XI del Ministerio 
de Trabajo y Empleo y con la Oficina Exterior del Ministerio de Trabajo y Empleo en Compostela 
Valley, a saber: 
 
a. Conferencia/orientación sobre el Código del Trabajo, los derechos sindicales y otros temas 

pertinentes relativos al empleo, facilitada en la sede de la 10ª División de Infantería, en el 
barrio de Tuboran, Mawab (provincia de Compostela Valley), el 1 de febrero de 2019, que 
contó con 97 participantes de las Fuerzas Armadas de Filipinas, y de las Oficinas Regionales 
XI y XII de la Policía de Nacional Filipina. 

 
b. Conferencia/orientación sobre la libertad sindical y el sindicalismo, facilitada en  Datu 

Dalunto Hall, en la sede de 10ª División de Infantería, en el barrio de Tuboran, Mawab 
(provincia de Compostela Valley), el 7 de mayo de 2019, que contó con participantes de las 
Oficinas Regionales XI y XII de la Policía Nacional Filipina, Subcomandantes de las brigadas 
de infantería, oficiales del CSP, comandantes y S3 de la 10CMOBn, personal de la División 
TRIAD y ADC, y la 10ª División de Infantería. 

 
4. Los progresos realizados por los equipos tripartitos de validación, el Consejo Nacional 

Tripartito para la Armonía Laboral (NTIPC-MB) y otros organismos pertinentes al 
asegurar la recopilación tanto de la información necesaria para llevar los casos pendientes 
de violencia ante los tribunales como de los resultados obtenidos a este respecto. 
 
Pese a la aprobación de la financiación y de la designación de los representantes de los 
trabajadores y de los empleadores que compondrán dichos equipos tripartitos de validación, esta 
iniciativa debe emprenderse todavía en vista de los riesgos que existen, en particular para la 
seguridad de los miembros de los equipos durante las operaciones. Los representantes sectoriales 
designados reconsideraron la gravedad de las funciones y los peligros que conlleva la realización 
de entrevistas en el terreno y de investigaciones, así como la recopilación de datos de primera 
mano. 
 
No obstante, con la publicación de la orden administrativa núm. 32, serie de 2018, mencionada 
anteriormente, sobre las directrices operativas del RTMB, la creación de equipos tripartitos de 
validación se ha institucionalizado y fortalecido más aún. De manera análoga, también se ha 
respondido de un modo similar a las preocupaciones en materia de seguridad de los miembros al 
prever que el equipo tripartito de validación puede solicitar asistencia en materia de seguridad a 
la Policía Nacional Filipina y a las Fuerzas Armadas de Filipinas en los casos en que esté 
justificado. 
 
Además, el Gobierno reitera estrictamente que se está avanzando en lo que respecta a los casos 
en el marco de los procedimientos penales ordinarios, gracias a los esfuerzos constantes de los 
interlocutores tripartitos. La disponibilidad de informes depende enormemente de las 
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investigaciones policiales y de los procedimientos judiciales ordinarios, cuyos progresos pueden 
verse afectados por la falta de testigos materiales. El Gobierno, en cooperación con sus 
interlocutores sociales, sigue supervisando y acelerando todos los casos, defendiendo los 
derechos constitucionales a un juicio rápido y a un debido proceso. Estos grandes esfuerzos se 
ponen claramente de manifiesto en todos los informes y respuestas anteriores del Gobierno para 
dar curso a todas las solicitudes remitidas por las organizaciones/organismos tanto 
internacionales como nacionales. 
  

5. Reformas para brindar suficiente protección a los testigos y para desarrollar la capacidad 
de los fiscales, los responsables de hacer cumplir la ley y otros actores pertinentes, en 
particular al llevar a cabo investigaciones forenses.   
 
En el marco del proyecto GSP+ llevado a cabo conjuntamente por el Ministerio de Trabajo y 
Empleo, la OIT y la UE, existen actividades e iniciativas encaminadas a mejorar los 
conocimientos y las capacidades de los actores estatales de que se trate, entre ellos la policía, los 
militares y los jefes ejecutivos locales, así como los interlocutores sociales, sobre los principios 
y la aplicación de los Convenios núms. 87 y 98 de la OIT. 
 
Del 14 al 16 de noviembre de 2018, tuvo lugar una Sesión de formación multisectorial para 
instructores sobre la libertad sindical y la negociación colectiva en el Quest Hotel, situado en 
Clark, Pampanga. Dicha actividad, que contó con la presencia de 32 representantes de diferentes 
organismos gubernamentales (a saber, la Autoridad Filipina de las Zonas Económicas, el 
Ministerio del Interior y de la Administración Local, el Ministerio de Defensa Nacional, el 
Ministerio de Justicia, las Fuerzas Armadas de Filipinas, la Policía Nacional Filipina y la 
Comisión de Derechos Humanos) y de los sectores de los empleadores y de los trabajadores, tuvo 
por objeto lograr que las diversas partes interesadas e interlocutores sociales comprendieran e 
interpretaran de la misma manera las normas internacionales el trabajo, en particular sobre la 
libertad sindical y la negociación colectiva, así como sobre las funciones y mecanismos que deben 
respetarse en relación con el ejercicio de los derechos y actividades de los trabajadores  (es decir, 
las Directrices conjuntas del Ministerio de Trabajo y Empleo, la Policía Nacional Filipina y el 
Ministerio de Comercio e Industria sobre la conducta del personal de la Policía Nacional Filipina, 
la policía de las zonas económicas y los guardias de seguridad, los guardias de seguridad de las 
empresas y personal similar durante los conflictos laborales, y las Directrices sobre la conducta 
del Ministerio de Trabajo y Empleo, el Ministerio del Interior y de la Administración Local, el 
Ministerio de Defensa Nacional, el Ministerio de Justicia, las Fuerzas Armadas de Filipinas y la 
Policía Nacional Filipina, relativas al ejercicio de los derechos y actividades de los trabajadores). 
 
En la actualidad, se puede considerar como referentes y como defensores de la libertad sindical 
y de la negociación colectiva a los interlocutores sociales y las partes interesadas, ya que dan 
conferencias y/u organizan sesiones de formación, en particular sobre las Directrices existentes 
que regulan la participación de diversos interlocutores sociales y partes interesadas durante los 
conflictos laborales con respecto a los principios relativos a la libertad sindical y la negociación 
colectiva, como como puedan aplicarse en sus organizaciones respectivas. 
 
Paralelamente a esta iniciativa están concibiéndose herramientas específicas para los sectores:  a)  
un Manual de formación para los trabajadores sobre la libertad sindical, que tiene por objeto 
desarrollar las capacidades de los representantes de los trabajadores para que participen en los 
mecanismos de control establecidos sobre las violaciones de las libertades y los derechos 
sindicales de los trabajadores, y b) un Diagnóstico de cumplimiento de las normas del trabajo: 
una lista de verificación para las pequeñas empresas, que se trata de una herramienta que permite 
a los empleadores determinar el nivel de cumplimiento de las normas del trabajo en las pequeñas 

 
6 

 



empresas y que proporciona soluciones concretas para encarar los problemas relacionados con el 
cumplimiento.  
 
Por otra parte, el Ministerio del Interior y de la Administración Local, junto con la Academia de 
la Administración Local, está colaborando actualmente con la Oficina de País de la OIT y el 
Ministerio de Trabajo y Empleo a fin de estudiar la posible incorporación de las normas 
internacionales del trabajo, en particular la libertad sindical y el derecho de sindicación, y de las 
Directrices, en las sesiones de orientación/formación habituales de los jefes ejecutivos locales. 
La  Comisión de Derechos Humanos, con la asistencia de un consultor contratado por la Oficina 
de País de la OIT, también está formulando y finalizando su propio Módulo de formación sobre 
la libertad sindical.   
 
Además de estas herramientas y módulos específicos para los organismos y los sectores, se está 
finalizando un módulo de aprendizaje permanente sobre la libertad sindical, como parte de los 
servicios de educación en materia de trabajo y empleo del Ministerio de Trabajo y Empleo. 
Apoyándose en los materiales y documentos existentes de iniciativas anteriores en relación con 
la libertad sindical y la negociación colectiva, el módulo de aprendizaje permanente contiene 
temas sobre: 
 
• las normas internacionales del trabajo y los derechos laborales; 
• las normas internacionales del trabajo; 
• los principios de la OIT relativos a la libertad sindical y la negociación colectiva;   
• el contexto filipino: el derecho a la autoorganización;  
• los órganos tripartitos de control sobre la aplicación de las normas internacionales del 

trabajo y otros mecanismos de investigación y de control conexos, y   
• las directrices relativas al ejercicio de los derechos de los trabajadores, en particular el 

derecho de libertad sindical y de negociación  
 
Las Directrices que regulan la conducta, que deben respetarse durante el ejercicio de los derechos 
y actividades de los trabajadores, también se están examinando para determinar la conveniencia 
de enmendarlas y/o de actualizarlas. 
 

6. Progresos realizados en relación con los casos de Rolando Pango, Florencio “Bong” 
Romano y Victoriano Embang 
 
En lo que respecta al caso de Rolando Pango, la PNP-DIDM considera que el incidente está 
relacionado con un problema/conflicto agrario. No existían campañas, concentraciones, piquetes 
o manifestaciones en el momento del incidente. Sin embargo, la PNP-DIDM ordenó a la Oficina  
Regional de la Policía de la región 4-A que examinara el caso para considerar su posible 
reapertura. 
 
En lo tocante al caso de Florencio “Bong” Romano, un equipo de seguimiento se dirigió al 
domicilio de  Benny Dimailig en el barrio de Lodlod en Lipa City, a fin de realizar una entrevista, 
pero no logró recopilar información sobre el incidente. La PNP-DIDM ordenó a la Oficina 
Regional de la Policía de la región 4-A que examinara el caso con miras a la posible identificación 
de los sospechosos y a la posible reapertura del caso, y que redoblara sus esfuerzos para localizar 
a los testigos. El Comité establecido en virtud de la orden administrativa núm. 35 aún debe 
deliberar sobre el caso de Romano, dado que este Comité no se ha vuelto a reunir. La divulgación 
de las reclamaciones SSS de las familias ya se ha facilitado a través del RTMB en la región 4-A. 
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En lo que respecta al caso de Victoriano Embang, sobre la base de la investigación anterior, con 
la cooperación de algunos testigos y habida cuenta del resultado de los exámenes sobre las 
pruebas obtenidas, se presentó un caso de asesinato contra los sospechosos Ramoncito lsona, alias 
“Ramón”, y Ryan Yana, alias “Ryan”, registrado como CC núm. 4480 sin fianza recomendada. 
Además, también se dictó una orden de arresto. Se ordenó al Grupo de Investigación y Detección 
Penales (CIDG) que creara un Equipo de Localización para la operación de persecución contra 
los sospechosos que seguían a la fuga, y para coordinar la acción con la Oficina de Inmigración 
y Deportación de cara a la Lista de vigilancia/Lista de personas buscadas con miras a identificar 
a los sospechosos. 
 
Como se señaló en informes anteriores, el Gobierno reitera que todos los casos mencionados 
anteriormente están siendo tramitados e investigados a través del proceso ordinario de 
investigación y persecución penal. Así pues, la disponibilidad de informes depende enormemente 
de las investigaciones policiales y de los procedimientos judiciales ordinarios, cuyos progresos 
pueden verse afectados por la falta de testigos materiales. 
 
La carga de la prueba requerida para apoyar la condena en un caso penal es la prueba más allá de 
cualquier duda razonable. Así pues, las persecuciones penales dependen enormemente de que se  
pruebe la existencia de los elementos del delito imputado. Deben establecerse pruebas para 
apoyar la persecución penal y la condena, tal como se exige el precepto constitucional sobre el 
debido proceso legal. 
 

7. Progresos de la agenda legislativa 
 
El Gobierno, en coordinación con sus interlocutores sociales, no ceja en su empeño por responder 
a las preocupaciones emergentes de índole laboral, económica y social que afectan a los derechos 
de los trabajadores y al ejercicio de los mismos, habida cuenta de las modalidades emergentes y 
cambiantes de relaciones de trabajo que surgen como consecuencia de la globalización y de la 
liberalización del comercio. De un modo significativo, las iniciativas del Gobierno para promover 
la libertad sindical y la negociación colectiva se basan en el movimiento en favor de la seguridad 
del empleo y para responder a diversas preocupaciones por las crecientes modalidades atípicas 
de empleo y por la gran diversidad de trabajadores cuyos empleos están fuera de una relación de 
trabajo estándar. 
 
La relación de trabajo estándar se describe como aquélla: a) entablada en el marco de un trabajo 
a tiempo completo; b) sujeta a un contrato de trabajo de duración ilimitada; c) con un único 
empleador, y d) protegida contra el despido injustificado. Esto conduce a una fórmula sobre el 
trabajo precario que incorpora cualquiera de los elementos anteriores o todos ellos: a) un trabajo 
no garantizado/especificado/con horarios regulares; b) duración determinada o limitada del 
contrato;  c) con empleadores múltiples u ocultos, y d) sin protección contra el despido. El trabajo 
precario no conlleva estabilidad ni seguridad en el lugar de trabajo.  
 
Así pues, se han emprendido numerosas reformas basadas en el claro entendimiento de que “el 
empleo asegurado es el entorno más propicio para la libertad sindical”.  
  
Las siguientes iniciativas y reformas son producto de los esfuerzos tripartitos – trabajadores, 
empleadores y el gobierno –, y están orientadas hacia la consecución y el mantenimiento del 
trabajo decente y la paz laboral basados en los principios del crecimiento inclusivo y de la justicia 
social.   
 
a. Proyecto de ley sobre la seguridad de tenencia. Este proyecto de ley fue aprobado por la 

Cámara de Representantes el 29 de enero de 2018, y transmitido al Senado el 31 de enero de 
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2018. El Presidente de Filipinas certificó el proyecto de ley como urgente el 21 de septiembre 
de 2018, y ahora está a punto de ser promulgado tras haber sido sometido a una tercera 
revisión en el Senado el 22 de mayo de 2019. En la actualidad, el proyecto de ley se debatirá 
en una conferencia entre la Cámara de Representantes y el Senado. Cabría señalar que las 
disposiciones del proyecto de ley están en consonancia con el sentido de la orden ejecutiva 
núm. 51, y que figura entre las medidas prioritarias del Consejo Asesor de los Poderes 
Legislativo y Ejecutivo para el Desarrollo (LEDAC), ya que todo apunta a que su 
promulgación tendrá un impacto positivo en el ejercicio de los derechos de los trabajadores, 
en particular de la libertad sindical y de la negociación colectiva.   

 
b. Orden ejecutiva núm. 51, serie de 2018. El 1 de mayo de 2018, el Presidente firmó la orden 

ejecutiva núm. 51, serie de 2018, por la que se aplica el artículo 106 del Código del Trabajo 
de Filipinas, en su versión enmendada, a fin de proteger el derecho a la seguridad de tenencia 
de todos los trabajadores basado en la justicia social consagrado en la Constitución de 
Filipinas de 1987. Esta orden ejecutiva declara expresamente que la contratación o la 
subcontratación, cuando se lleva a cabo para eludir el derecho de los trabajadores a la 
seguridad de tenencia, la autoorganización y la negociación colectiva, y a llevar a cabo 
actividades concertadas pacíficas de conformidad con la Constitución de Filipinas de 1987, 
está estrictamente prohibida. 

 
La orden ejecutiva prevé además que el Secretario de Trabajo y Empleo podrá, a través de 
decretos de aplicación adecuados, en consulta con el Consejo Nacional Tripartito para la Paz 
Laboral, en virtud del artículo 290, c) del Código del Trabajo, en su versión emendada, 
declarar las actividades que pueden subcontratarse. 

 
c. Orden ministerial núm. 174, serie de 2017, del Ministerio de Trabajo y Empleo. El 16 de 

marzo de 2017, el Ministerio de Trabajo y Empleo publicó la orden ministerial núm. 174, 
serie de 2017, que son las nuevas normas de desarrollo de las disposiciones del Código del 
Trabajo que regulan la contratación y la subcontratación en Filipinas. Dicha orden se publicó 
por última vez el 18 de marzo de 2017 y entró en vigor el 3 de abril de 2017. 

 
Esta orden ministerial es el resultado de consultas amplias e inclusivas en áreas determinadas 
en las que participaron todos los sectores (es decir, formal, informal, público, los migrantes, 
las mujeres y los jóvenes). Han tenido lugar cinco (5) debates de grupo, tres (3) cumbres sobre 
el trabajo en zonas determinadas, y diecisiete (17) reuniones sectoriales. Asimismo, había 
sido discutido por el Consejo Nacional Tripartito para la Paz Laboral, que se reunió el 7 de 
marzo de 2017.  

  
Los diálogos continuos y las consultas intensivas que se están celebrando con los sectores 
interesados facilitan la elaboración de políticas y medidas reactivas que asegurarán el pleno 
respeto de las normas del trabajo y de los principios y derechos fundamentales en el trabajo, en 
vista de la prevalencia de las modalidades de trabajo de corta duración o de duración determinada 
que han planteado retos, menoscabando el derecho de los trabajadores a la seguridad de tenencia.  
Dado que el Gobierno contempla actualmente verdaderas reformas para potenciar la flexibilidad 
y la seguridad del empleo, está fomentando un clima que propicia el libre ejercicio de los derechos 
de los trabajadores a la libertad sindical y la negociación colectiva.  
 
Progresos realizados en relación con las medidas legislativas propuestas para asegurar que toda 
persona que resida en el territorio de un Estado, independientemente de que tenga un permiso 
de residencia o de trabajo, goce de los derechos sindicales previstos en el Convenio.  
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El 16 de noviembre de 2016, se presentó ante el 17º Congreso el proyecto de ley de la Cámara de 
Representantes núm. 4448, titulado “Una ley que permite que los extranjeros ejerzan su derecho 
de autoorganización, y la suspensión de la normativa sobre la asistencia extranjera a los 
sindicatos, por la que se enmienda a estos efectos la orden ministerial núm. 442, en su versión 
enmendada, también denominada Código del Trabajo de Filipinas”. Este proyecto de ley: a) 
extiende a los extranjeros que residen en Filipinas el derecho a la autoorganizacion, y b) suprime 
la prohibición a las organizaciones sindicales extranjeras de realizar actividades sindicales, y la 
normativa sobre la asistencia extranjera a los sindicatos filipinos.  
 
El 11 de julio de 2016, se presentó el proyecto de ley de la Cámara de Representantes núm. 1354, 
titulado “Una ley que permite que las organizaciones o particulares extranjeros realicen 
actividades sindicales y presten asistencia a las organizaciones de trabajadores o grupos de 
trabajadores, por la que se enmiendan a estos efectos los artículos 269 y 270 de la orden 
ministerial núm. 442, en su versión emendada, también denominada Código del Trabajo de 
Filipinas”. Este proyecto de ley propone enmendar el Código del Trabajo: a) permitiendo a las 
organizaciones y particulares extranjeros realizar actividades sindicales en Filipinas, y b) 
permitiendo la extensión de asistencia extranjera a las organizaciones de trabajadores y grupos 
de trabajadores.   
 
Con la clausura del 17º Congreso, se espera que estos proyectos de ley vuelvan a presentarse en 
el 18º Congreso.   
 
Medidas adoptadas para asegurar que todos los trabajadores, sin distinción ninguna, puedan 
constituir las organizaciones que estimen convenientes y afiliarse a ellas.   
 
El 11 de diciembre de 2018, se presentó el proyecto de ley de la Cámara de Representantes núm. 
8767, titulado “Una ley encaminada a fortalecer los derechos constitucionales de los funcionarios 
públicos a la autoorganización, la negociación colectiva y las actividades concertadas pacíficas, 
y a la utilización de modalidades voluntarias de solución de conflictos”. Se transmitió al Comité 
sobre Reglamentos para la Administración Pública y Profesionales el 12 de diciembre de 2018.  
Esta medida propuesta tiene por objeto cerrar las brechas en las relaciones laborales del sector 
público, especialmente en lo que respecta a la protección del derecho de sindicación, las 
instalaciones que deben proporcionarse a las organizaciones de trabajadores del sector público, 
los procedimientos para determinar las condiciones de empleo, los derechos civiles y políticos, y 
la solución de conflictos derivados de la determinación de las condiciones de empleo o 
relacionados con su determinación. Este proyecto de ley prevé que todos los trabajadores del 
sector público, incluidos los que tienen modalidades diferentes de trabajo en la administración 
pública, como el empleo a pedido, en el marco de un contrato de servicios, según un memorando 
de entendimiento o el empleo ocasional, pueden constituir una organización de trabajadores en la 
unidad organizativa o prestar asistencia a una organización de este tipo.  
 
Los proyectos de ley de la Cámara de Representantes núms. 4553 y 5477, titulados “Una ley 
encaminada  a establecer  un código para la administración pública de Filipinas y para otros fines” 
siguen pendientes en el Comité sobre Reglamentos para la Administración Pública y 
Profesionales. Por otra parte, el proyecto de ley del Senado núm. 641, “Una ley encaminada a 
emprender la reforma del código para la administración pública de Filipinas y para otros fines” 
sigue pendiente en el Comité del Senado sobre la Administración Pública, la Reorganización del 
Gobierno y el Reglamento Profesional. El objetivo de estos proyectos de ley es codificar todas 
las leyes y los decretos de aplicación pertinentes que regulan la administración pública, de tal 
manera que sean un estatuto único e integral, y responder a las preocupaciones pertinentes, entre 
las que figuran los derechos de los funcionarios públicos a la autoorganización y a la seguridad 
de tenencia.   
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Con la clausura del 17º Congreso, se espera que estos proyectos de ley vuelvan a presentarse en 
el 18º Congreso.   
 
Progresos realizados en relación con las medidas legislativas propuestas para reducir el número 
mínimo de miembros exigido para el registro de un sindicato, o para disminuir el criterio 
excesivamente elevado para registrar un sindicato 
 
El 11 de julio de 2016, se presentó el proyecto de ley de la Cámara de Representantes núm. 1355, 
titulado “Una ley encaminada a reducir el número mínimo de miembros exigido para el registro 
de sindicatos o federaciones y a racionalizar el proceso de registro, por la que se enmiendan a 
este efecto los artículos 234, 235, 236 y237 de la orden ministerial núm. 442, en su versión 
enmendada, también denominada Código del Trabajo de Filipinas”. Este proyecto de ley tiene 
por objeto modificar las restricciones impuestas al proceso de constitución de sindicatos 
introduciendo las siguientes enmiendas al Código del Trabajo: a) reducir el número mínimo de 
miembros exigido para el registro de sindicatos del 20 al 10 por ciento; b) reducir el número de 
secciones locales afiliadas para el registro de una federación de diez (10) a cinco (5), y c) 
establecer un sistema de registro en línea de los sindicatos. 
 
El 16 de noviembre de 2016, se presentó el proyecto de ley de la Cámara de Representantes núm. 
4446, titulado “Una ley encaminada a establecer un sistema eficiente para fortalecer el derecho 
de los trabajadores a la autoorganización y la negociación colectiva, por la que se enmienda a 
este efecto la orden ministerial núm. 442, en su forma enmendada, también denominada Código 
del Trabajo de Filipinas”. Este proyecto de ley tiene por objeto: a) suprimir la obligación de 
registrar las secciones locales, sobre la base del principio de que el registro de un sindicato 
incumbe únicamente al Ministerio de Trabajo y Empleo; b) promover “la libre elección del 
trabajador”, al facilitar que los trabajadores constituyan sindicatos y se afilien a ellos a través de 
una “suscripción mayoritaria”; c) fortalecer el cumplimiento mediante la adopción de medidas 
provisionales a fin de establecer una igualdad de condiciones entre el personal directivo y los 
trabajadores, al permitir a estos últimos acceder de la mima manera a estas medidas, e imponer 
una sanción y una responsabilidad penal a los empleadores acusados de prácticas laborales 
desleales, y d) prevenir la injerencia del personal directivo y su negativa a negociar sobre la base 
del principio “la mediación y el arbitraje a través de un primer contrato”.   
 
El 22 de septiembre de 2016, se presentó el proyecto de ley del Senado núm. 1169, titulado “Una 
ley encaminada a fortalecer el derecho de los trabajadores a la autoorganización, por la que se 
enmiendan a este efecto los artículos  240[234](C), 242[235], 243[236], 244[237]  y 285 [270]  
de la orden ministerial núm. 442, también denominada Código del Trabajo de Filipinas, en su 
versión enmendada”. Este proyecto de ley tiene por objeto reducir del 20 al 5 por ciento el número 
mínimo de miembros exigidos para el registro de sindicatos independientes, y de 10 a 5 el número 
exigido de unidades de negociación colectiva/secciones locales debidamente reconocidas para 
poder constituir federaciones. También pretende institucionalizar el registro en línea, la 
descentralización o el proceso de registro en las oficinas provinciales o en el terreno del 
Ministerio de Trabajo y Empleo, y el proceso de registro en un día. Además, el proyecto de ley 
tiene por objeto suprimir el requisito de la “autoridad previa” para la asistencia extranjera a las 
actividades sindicales locales. 
 
Con la clausura del 17º Congreso, se espera que estos proyectos de ley vuelvan a presentarse en 
el 18º Congreso.   
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Progresos realizados en relación con las medidas legislativas propuestas para asegurar que la 
intervención gubernamental que conduce al arbitraje obligatorio se limite al servicio esencial en 
el sentido estricto del término 
 
El 30 de junio de 2016, se presentaron los proyectos de ley de la Cámara de Representantes núms. 
175, 711 y 1908, titulados “Una ley encaminada a racionalizar las intervenciones 
gubernamentales en los conflictos laborales adoptando el criterio de los servicios esenciales en el  
ejercicio  de la jurisdicción por parte de la Secretaría de Trabajo y Empleo y Despenalización de 
las Infracciones, por la que se enmiendan a este efecto los artículos 263, 264 y 272 de la orden 
ministerial núm. 442, también denominada Código del Trabajo de Filipinas, en su versión 
enmendada y a otros efectos”. Como indica el título, estos proyectos de ley tienen por objeto 
racionalizar las intervenciones gubernamentales en los conflictos laborales adoptando el criterio 
de los servicios esenciales en el ejercicio de la jurisdicción por parte de la Secretaría de Trabajo 
y Empleo, previendo las condiciones de su ejercicio y despenalizando las infracciones conexas. 
La contrapartida de estos proyectos de ley en el Senado es el proyecto de ley del Senado núm. 
1221, presentado el 25 de octubre de 2016, titulado “Una ley encaminada a racionalizar las 
intervenciones gubernamentales en los conflictos laborales adoptando el criterio de los servicios 
esenciales en el ejercicio de la jurisdicción por parte de la Secretaría de Trabajo y Empleo y 
Despenalización de las Infracciones, por la que se enmiendan a este efecto los artículos 278[263], 
279[264] y 287[272] de la orden ministerial núm. 442, también denominada Código del Trabajo 
de Filipinas, en su versión enmendada y a otros efectos. 
 
El 16 de noviembre de 2016, se presentó el proyecto de ley de la Cámara de Representantes núm. 
4447, titulado “Una ley encaminada a fortalecer el derecho de los trabajadores a la huelga, por la 
que se enmienda a estos efectos la orden presidencial núm. 442, en su versión enmendada, 
también denominada Código del Trabajo de Filipinas”. Este proyecto de ley pretende modificar 
las sanciones impuestas por incumplimiento de las órdenes, prohibiciones u órdenes judiciales 
dictadas por el Secretario de Trabajo y Empleo, y por la participación directa en una huelga ilegal, 
que oscilan entre el despido o la pena de prisión y medidas disciplinarias en forma de multa.   
 
Con la clausura del 17º Congreso, se espera que estos proyectos de ley vuelvan a presentarse en 
el 18º Congreso.   
 
Progresos realizados en relación con las medidas legislativas propuestas para asegurar que no 
se impongan sanciones penales a un trabajador por haber participado en una huelga pacífica, 
aunque no haya cumplido los requisitos de la negociación o del preaviso  
 
También se responde a esta preocupación en las medidas propuestas mencionadas anteriormente, 
a saber, los proyectos de ley de la Cámara de Representantes núms. 175, 711, 1908 y 4447. 
Con la clausura del 17º Congreso, se espera que estos proyectos de ley vuelvan a presentarse en 
el 18º Congreso.   
 
Progresos realizados en relación con las enmiendas legislativas que suprimen la autorización 
del gobierno exigida para la prestación de asistencia extranjera a los sindicatos  
 
El 16 de noviembre de 2016, se presentó el proyecto de ley núm. 4448, titulado “Una ley que 
permite que los extranjeros ejerzan su derecho a la autoorganización y la supresión de la 
reglamentación de la asistencia extranjera a los sindicatos, por la que se enmienda la orden 
ministerial núm. 442, también denominada Código del Trabajo de Filipinas”. Este proyecto de 
ley tiene por objeto: a) extender el derecho de autoorganización a los extranjeros que residen en 
Filipinas, y b) suprimir la prohibición de que las organizaciones sindicales extranjeras realicen 
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actividades sindicales, así como la reglamentación de la asistencia extranjera a los sindicatos 
filipinos.  
 
El 11 de julio de 2016 se presentó el proyecto de ley de la Cámara de Representantes núm. 1354, 
titulado “Una ley que permite a los particulares u organizaciones realizar actividades sindicales 
y prestar asistencia a las organizaciones de trabajadores o grupos de trabajadores, por la que se 
enmiendan a estos efectos los artículos 269 y 270 de la orden ministerial núm. 442, también 
denominada Código del Trabajo de Filipinas”. Este proyecto de ley pretende enmendar el Código 
del Trabajo: a) permitiendo que los particulares extranjeros y las organizaciones extranjeras 
realicen actividades sindicales en Filipinas, y b) permitiendo la extensión de la asistencia 
extranjera a las organizaciones de trabajadores y grupos de trabajadores.   
 
Con la clausura del 17º Congreso, se espera que estos proyectos de ley vuelvan a presentarse en 
el 18º Congreso.   
 

8. Examen y actualización de las directrices operativas de los organismos de investigación y 
de control para fortalecer y mejorar su funcionamiento, así como la coordinación y la 
interacción.   
 
Anteriormente se ha indicado el proyecto de cooperación para el desarrollo, llevado a cabo 
conjuntamente por el Ministerio de Trabajo y Empleo, la OIT y la UE a través de su sistema de 
preferencias generalizadas (GSP+), que tiene por objeto desarrollar la capacidad de los 
trabajadores, de los empleadores y del Gobierno para mejorar la aplicación de los principios 
relativos al derecho de libertad sindical y de negociación colectiva. Uno de los resultados 
concretos del proyecto es examinar los mecanismos establecidos para luchar contra las 
violaciones de las libertades civiles de los trabajadores y de sus derechos sindicales. El estudio 
versa sobre las directivas operativas y las estructuras/procedimientos de los tres mecanismos de 
investigación, procesales y/o de control encargados de luchar contra las violaciones de los 
principios de libertad sindical en Filipinas --- el NTIPC dirigido por el Ministerio de Trabajo y 
Empleo  órgano de control y órganos de control tripartitos regionales (RTMB); la Comisión 
Interinstitucional establecida en virtud de la orden administrativa núm. 35 y dirigida por el 
Ministerio de Justicia, y los mecanismos nacionales de control dirigidos por la Comisión de 
Derechos Humanos. 
 
Tras revisar las políticas y directrices existentes, y recabar las opiniones de las principales 
personas interesadas (a saber, los miembros de los sindicatos de los sectores público y privado, 
los puntos focales de las instituciones/organizaciones interesadas, etc.), se han definido las 
deficiencias y los problemas que surgen en el funcionamiento de estos mecanismos, así como los 
ámbitos problemáticos identificados por los organismos de investigación, como la Policía 
Nacional Filipina, la Comisión de Derechos Humanos y, en cierta medida, las Fuerzas Armadas 
de Filipinas – Oficina de Derechos Humanos (AFP-HRO). A continuación, se han formulado 
recomendaciones para cerrar las brechas o eliminar los obstáculos a fin lograr progresos 
considerables específicos en los casos de asesinato extrajudicial o de violaciones de los 
Convenios núms. 87 y 98 de la OIT, tomando nota de las conclusiones y recomendaciones 
formuladas por la misión de contactos directos de la OIT que tuvo lugar en Filipinas en 2017. Las 
instituciones/organismos interesados tendrán en cuenta estas recomendaciones con miras a su 
examen y posible aplicación. 
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